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MAGISTRADA PONENTE: YOLANDA JAIMES GUERRERO

Exp. 6935

 

Los abogados Arístides Martínez e Ítalo Palumbo, inscritos en el Instituto de Previsión Social del Abogado bajo los números 15.733 y 17.417, respectivamente, actuando con el carácter de apoderados judiciales de la sociedad mercantil RADIO INDUSTRIAL 1160, C.A., inscrita en el Registro Mercantil de la Circunscripción Judicial del Distrito Federal y Estado Miranda, bajo el Nº 65, Tomo 32-A Pro. de fecha 9 de octubre de 1984, mediante escrito presentado ante esta Sala en fecha 23 de octubre de 1989, demandaron la nulidad del acto administrativo, contenido en la Resolución Nº 128 de fecha 16 de junio de 1989, emanada del Ministerio del Trabajo, Dirección General Sectorial del Trabajo, División de Recursos Administrativos, suscrita por el Director General del Ministerio del Trabajo, por delegación del Ministro del Trabajo, mediante la cual declaró: “con lugar la apelación interpuesta, revocó la Providencia dictada por la Inspectoría del Trabajo en los Distritos Plaza y Zamora del Estado Miranda en fecha el trece de marzo de mil novecientos ochenta y nueve; y consecuencialmente ordena a la empresa RADIO INDUSTRIAL 1160 C.A.. reenganchar a sus labores habituales al trabajador Víctor Hugo Bracamonte y el pago de los correspondientes salarios caídos”

El  26 de octubre de 1989 se dio cuenta en Sala y por auto de la misma fecha, se solicitó la remisión del expediente administrativo correspondiente.

Adjunto a oficio Nº 06 del 4 de enero de 1990, el Ministerio del Trabajo remitió a la Sala el expediente administrativo requerido, el cual mediante auto del 23 de enero de 1990 se ordenó agregarlo al expediente, formar pieza separada con el mismo y pasar las actuaciones al Juzgado de Sustanciación.

Por auto del 13 de marzo de 1990, el Juzgado de Sustanciación admitió el presente recurso y ordenó las notificaciones de Ley.

El 18 de abril de 1990, el Juzgado de Sustanciación libró el cartel de comparecencia respectivo, el cual fue retirado y consignada su publicación dentro del lapso de Ley.

En escrito de fecha 22 de mayo de 1990, el abogado Roberto Alí Colmenares, inscrito en el Instituto de Previsión Social del Abogado bajo el número 15.764, actuando con el carácter de apoderado judicial del trabajador despedido, ciudadano VÍCTOR HUGO BRACAMONTE, titular de la cédula de identidad número 5.535.133, solicitó se declarase sin lugar el presente recurso.

Concluida la sustanciación, el 3 de julio de 1990 se remitió a la Sala el expediente, donde por auto de fecha 19 de julio de 1990, se designó ponente al Magistrado Román José Duque Corredor y se fijó el 5º día de despacho para comenzar la relación, lo cual ocurrió el 2 de agosto de 1990 y en esta última fecha se fijó la oportunidad para el acto de informes.

El 18 de septiembre de 1990, oportunidad fijada para que tuviera lugar el acto de informes, no comparecieron las partes y se ordenó la continuación de la relación.

El 1º de noviembre de 1990 terminó la relación y seguidamente se dijo “VISTOS”.

En auto del 6 abril de 2000, la Sala ordenó la continuación de la causa en el estado en que se encontraba y reasignó la ponencia al Magistrado Carlos Escarrá Malavé.

En virtud de la designación de los Magistrados Hadel Mostafá Paolini y Yolanda Jaimes Guerrero, y la ratificación del Magistrado Levis Ignacio Zerpa, por la Asamblea Nacional en sesión de fecha 20 de diciembre de 2000, publicada en la Gaceta Oficial N° 37.105 del día 22 del mismo mes y año, se reconstituyó la Sala Político Administrativa el 27 de diciembre de dicho año, y se reasignó la ponencia a la Magistrada Yolanda Jaimes Guerrero, quien con tal carácter suscribe el presente fallo. 

Para decidir, la Sala observa:

En primer lugar, el artículo 5 de la Ley Orgánica del Trabajo consagra la integridad y la exclusividad de la jurisdicción laboral, para conocer de toda disputa de derecho sobre las normas de dicha Ley o de los contratos, salvo las que la misma Ley atribuye a los procedimientos de conciliación y de arbitraje, lo cual se ratifica en su artículo 655.

En segundo lugar, de manera expresa, por excepción, en los artículos 425, 465 y 519 eiusdem, excluyen de la jurisdicción laboral, por ejemplo, el conocimiento de los recursos que puedan ejercerse contra las decisiones del Ministro del ramo, específicamente, en los casos de negativa de registro e inscripción de organizaciones sindicales; o en los casos de oposiciones a convocatorias para negociaciones de convenciones colectivas.

En tercer lugar, el artículo 456 de la misma Ley establece, en cuanto a otras decisiones de las autoridades del Trabajo, como las dictadas en los procedimientos de calificación de despido o de solicitudes de reenganche, por motivo de las inamovilidades que la misma Ley contempla, señala que dichos recursos se deberán ejercer por ante los Tribunales, sin precisar, como sí lo hace en los casos antes señalados, que se trata de los Tribunales contencioso administrativos. Dichos Tribunales, por lo expuesto, no pueden ser otros que los órganos judiciales competentes en materia laboral, señalados en los artículos 5º y 655, que establecen:

“ART.  5. La legislación procesal, la organización de los tribunales y la jurisdicción especial del trabajo se orientarán por el propósito de ofrecer a los trabajadores y patronos la solución de los conflictos sobre derechos individuales o colectivos que surjan entre ellos (...).”

 

“ART. 655. Los asuntos contenciosos del Trabajo cuyo conocimiento, sustanciación y decisión no hayan sido atribuidos por esta Ley a la conciliación o al arbitraje o a las Inspectorías del Trabajo, continuarán su tramitación en los Tribunales del Trabajo o Juzgados de Estabilidad Laboral previstos por eta Ley (...).”

 

De conformidad con las normas supra transcritas y a las reglas interpretativas contenidas en los artículos 59 y 60 eiusdem, -el principio de la prevalencia de las normas del trabajo, sustantivas o de procedimiento y el principio del orden jerárquico de aplicación de las normas laborales-, los Tribunales del Trabajo de Primera Instancia, de acuerdo con el ordinal 1º del artículo 28 de la Ley Orgánica de Tribunales y Procedimientos del Trabajo, son los competentes para conocer de las demandas o recursos de nulidad contra  las decisiones administrativas, dictadas en aplicación de las normas de dicha Ley que regulan su “parte administrativa”, a que se refiere su artículo 586; salvo aquellas demandas que en forma expresa son atribuidas a los órganos de la jurisdicción contencioso administrativa, como sucede en los casos antes señalados de los artículos 425, 465 y 519 de la mencionada Ley Orgánica del Trabajo, y así se declara.

En consecuencia, el Juzgado de Primera Instancia del Trabajo y de Estabilidad Laboral del Área Metropolitana de Caracas es competente para conocer del recurso de nulidad que interpuso la sociedad mercantil RADIO INDUSTRIAL 1160, C.A., contra la Resolución Nº 128 de fecha 16 de junio de 1989, emanada de la Dirección General Sectorial del Trabajo, División de Recursos Administrativos, por delegación del Ministro del Trabajo, y así se declara.

En virtud de los razonamientos arriba expuestos, esta Sala Político-Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, administrando justicia en nombre de la República Bolivariana de Venezuela y por autoridad de la Ley, DECLINA LA COMPETENCIA para conocer el presente asunto en los Tribunales de Primera Instancia con competencia Laboral en el Área Metropolitana de Caracas.

Publíquese, regístrese y comuníquese. Remítase el expediente al Juzgado Distribuidor de Primera Instancia con competencia Laboral del Área Metropolitana de Caracas. Cúmplase lo ordenado.

Dada,  firmada  y  sellada,  en  el  Salón  de  Despacho  de  la Sala Político-Administrativa  del  Tribunal  Supremo de Justicia, en Caracas, a los cuatro (04) días del mes de julio de dos mil uno.- Años 191º de la Independencia y 142º de la Federación.

        El Presidente,

LEVIS IGNACIO ZERPA
        El Vicepresidente,

HADEL MOSTAFÁ PAOLINI

YOLANDA JAIMES GUERRERO
   Magistrada-Ponente

 

 

  La Secretaria,

 

ANAÍS MEJÍA CALZADILLA
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Sent. Nº 01376

En diez (10) de julio del año dos mil uno, se publicó y registró la anterior sentencia bajo el Nº 01376.
